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Bogotá D.C., veintidós (22) de junio de dos mil once (2011)
Magistrado Ponente:   DR. PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO 

Radicación No. 660011102000201000090 01
Aprobado Según Acta  No. 61 de la misma fecha.
REF: FUNCIONARIO EN APELACIÓN

Dr. MIGUEL ANTONIO MARIN ARREDONDO – Juez Promiscuo Municipal de Guática Risaralda.
ASUNTO

Procede esta Sala a revisar por vía de apelación la sentencia de data 10 de marzo de 2011, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda
, mediante la cual sancionó al doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, Juez Promiscuo Municipal de Guática con un (1) mes de suspensión en el cargo, al hallarlo responsable de faltar al deber previsto en el numeral 4 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.
ANTECEDENTES

Dio origen a la presente investigación queja suscrita por el señor EDUARD ANDREY GÓMEZ CASTAÑO, en su calidad de Personero Municipal de Guática, donde manifestó que el doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, en escrito dirigido a su despacho, Concejo Municipal,  Alcaldía Municipal y comunidad en general del municipio de Guática – Risaralda, se refirió en forma inadecuada e irrespetuosa en contra de autoridades y funcionarios del municipio, tales como, la Inspectora Municipal y el Personero Municipal, todo ello dando respuesta a un derecho de petición formulado por la ciudadana ERIKA TATIANA HERNÁNDEZ LOAIZA, en el cual hizo comentarios inapropiados e injustificados, excediendo totalmente su competencia.

Junto con su escrito anexó copia de la respuesta a la petición de la señora Erika Tatiana Hernández, suscrito por el Juez Manuel Antonio Marín Arredondo. (fls 10 a 12 del c.o.), y otras como comunicaciones entre las diferentes autoridades del Municipio de Guática. (fls 1 al 9 del c.o.)

ACTUACIÓN PROCESAL

1. La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, avocó conocimiento el día 15 de marzo de 2010, inició la etapa de indagación preliminar y ordenó la práctica de algunas pruebas, dentro de la cual se evacuaron las siguientes pruebas:  

1.1. Oficio de la Secretaria del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira de fecha 19 de marzo de 2010, donde certificó que el doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, se desempeña como Juez Promiscuo Municipal de Guática, en propiedad desde el 6 de marzo de 1997 hasta la fecha.
1.2. El disciplinable rindió versión libre el 13 de abril de 2010 donde expresó principalmente que sus manifestaciones hechas en contestación al derecho de petición de ERIKA TATIANA HERNÁNDEZ, obedecieron a sus constantes peticiones para que el Personero del Municipio de Guática cumpliera con sus funciones, concretamente con la asistencia a las audiencias del sistema penal acusatorio, y en lo referente a que las tutelas que éste elabora a favor de la comunidad y presenta ante su Despacho, llegan plagadas de errores.
Adujó que el propósito de las respuestas que dio a la comunidad no tuvieron otro fin, que el de buscar que por parte de la administración municipal existiera colaboración armónica con el despacho que éste regenta, para brindarle una mejor atención a la ciudadanía en especial a temas de familia.

2. Con fundamento en el acervo probatorio hasta aquí reseñado, mediante proveído adiado 17 de junio de 2010, el Magistrado de instancia
, decidió abrir investigación disciplinaria en contra del Dr. MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO por considerar que frente a lo dicho por el quejoso, respecto a que el funcionario inculpado presuntamente incurrió en conducta atentatoria contra el régimen de deberes que como funcionario público es menester cumplir por haber hecho comentarios inapropiados e injustificados y de esa manera desacreditando la labor de las autoridades municipales. Dentro de este estadio procesal se allegaron:

2.1. Certificado del salario devengado por el disciplinable para el año 2010. (fl 46 del c.o.).
2.2. Por medio de comisionado – el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía- se recibieron las siguientes declaraciones:

- EDUARD ANDREY GÓMEZ CASTAÑO: Ratificó su queja y adujó que el disciplinable no se limitó a darle respuesta al derecho de petición tantas veces referido, sino que hizo comentarios “salidos de tono” y del contexto del derecho de petición que la ciudadana le había formulado. Consideró que el disciplinado debió hacer las observaciones de forma respetuosa, pero no como lo hizo ya que genera confusión y problemática a la comunidad receptora frente a sus autoridades municipales.

Refirió que los comentarios realizados en su escrito en el que dio respuesta al derecho de petición fueron textualmente: “… pero déjeme decirle con todo respeto e igual franqueza que lo que sucede es que en esas dos instituciones Inspección de Policía y Personería, se juntaron la incapacidad de la primera con la pereza que campea en la segunda” (fls 54 y 55 del c.o.).

- MARÍA LUCIDIA RAMÍREZ OSORIO: En su calidad de Inspectora Municipal de Guática – Risaralda, manifestó que en respuesta al derecho de petición tantas veces aludido, el encartado adujo expresamente “se juntaron la incapacidad de la primera” refiriéndose a esta funcionaria, y “la pereza que campea en la segunda” en alusión al personero del Municipio. Y además preciso que el disciplinable manifestó que “es como pedir peras al olmo” refiriéndose a las actuaciones de los servidores antes anotados.

Consideró que el señor Juez se apartó ampliamente del derecho de petición para lanzarse lanza en ristre contra los funcionarios públicos “poniendo en entre dicho la credibilidad y buena fe de los mismos, además se pone de manifiesto la forma soez y altanera, la poca ética del señor Manuel Antonio para administrar justicia ya que hace públicas cosas que debe manejar internamente” (fls 56 y 57 del c.o.).

2.3. Certificado expedido por la Secretaria de esta Sala, donde consta que el disciplinado no registró sanción disciplinaria para la época de los hechos, así como la certificación de la Procuraduría General de la Nación sobre la ausencia de antecedentes disciplinarios. (fls 60 y 61 del c.o.).

3. Mediante providencia del 19 de agosto de 2010, la Sala de instancia formuló Pliego de Cargos contra el Dr. MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO en su condición de Juez Promiscuo Municipal de Guática, por presunto incumplimiento del deber contenido en el artículo 153 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, falta que fue considerada como grave e imputada a título de dolo.

La imputación fáctica se concretó en los términos usados en la contestación del derecho de petición instaurado por la ciudadana Erika Tatiana Hernández, haciendo el disciplinable comentarios inapropiados, al referirse a los funcionarios citados con el epíteto de incapaces y perezosos excediendo totalmente sus comentarios, y sin necesidad, dado que ese no era el escenario adecuado para dichas manifestaciones, ya que éste solo debía circunscribirse a responder en derecho lo que le correspondía.  No siendo de recibo para el a quo lo manifestado por el encartado en su versión libre, quién dijo que aseveró tales cosas “como una medida pedagógica para que esa serie de sucesos irregulares no se sigan presentado”, ya que el disciplinable tenía otros medios legales idóneos para buscar el correctivo a esas situaciones, por lo que no le era necesario haber recurrido a descalificativos de esa índole. 
4. Notificado de la providencia anterior, el disciplinable presentó descargos el 30 de septiembre de 2010, en los cuales manifestó que su conducta como servidor público se ha caracterizado por el buen y excelente trato a todos los usuarios sin distingo de ninguna clase. 

Admitió la tipicidad de la conducta, pero negó que su actuar haya sido culposo o doloso, porque nunca tuvo la intención de afectar a los dos funcionarios, sino lo que buscaba era que se prestara un buen servicio a la comunidad.

Manifestó que precisamente en cumplimiento de sus deberes como servidor judicial, acudió a los diferentes escenarios para corregir las fallas denunciadas.

Sustentó su posición, señalando que de acuerdo a los fines del Estado Social de Derecho consagrado en la Constitución Política, actuó de esa manera para buscar que esos fines se garantizaran, y que era deber suyo de mayor importancia que la presunta afectación que se le hizo al quejoso.

También en dicho escrito, hizo un análisis de la culpabilidad, anunciando desde el principio que la falta grave, como se calificó, solo puede darse a título de culpa, transcribe el artículo 13 de la Ley 734 de 2002, y dijo que la Constitución Política de 1991 proscribió toda forma de responsabilidad objetiva, para inferir que las faltas solo pueden sancionarse a título de dolo o culpa.

También adujó que los sustantivos que utilizó en su escrito reflejan una realidad y no podía éste preveer que fueran a constituir un injusto disciplinario, porque no causó ningún daño, ya que “eso de la ineficacia de los funcionarios es cosa conocida por toda la comunidad.”

Adujó en su extenso escrito que los términos usados, se refirieron es a instituciones y no a personas.

Solicitó que de no acogerse las solicitudes de archivo de las diligencias, se encuadrará su conducta en falta leve, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 42,43 y 50 del CDU, habida consideración que no hubo culpa ni dolo, y además porque no se afectó un bien, ni un interés estatal.
Solicitó la práctica de pruebas. Dentro de la etapa probatoria del juicio se evacuaron:

4.1. Documentales aportadas con su escrito de descargos: oficios envidos al Personero, el Alcalde y el recibido por la defensora de familia del municipio de Guática (fls 86 a 92 del c.o.). 
4.2. Testimonio del señor JOSÉ FERNANDO MONTOYA GÓMEZ, en su calidad de Alcalde Municipal de Guatica, manifestó con relación al comportamiento del disciplinable con la Personería y la Inspección de Policía del municipio de Guatica, que en varias oportunidades el encartado les ha enviado escritos en los cuales manifiesta su inconformidad en el desempeño de sus funciones, le mandó dos escritos en los cuales dijo que estos funcionarios le sacaban el cuerpo a la atención al público.

Concluyó diciendo que no le ha escuchado ninguna palabra descortés al doctor MARÍN ARREDONDO. 

4.3. Testimonio de la señora NOHORA RODRÍGUEZ MOLINA, en su calidad de Secretaria de Gobierno del municipio de Guatica, refirió especialmente que del trato del Juez con la Inspectora y el Personero, no le consta que se haya expresado mal de éstos. Pero en general adujo que el disciplinable es un funcionario que ejerce bien sus labores con el público.

4.4. Testimonio del señor JOSÉ HILDEBRANDO MAYA, quién dijo que el comportamiento del Juez para con éste fue muy correcto, así como su trato y atención con la comunidad ha sido buena. Respecto a los funcionarios de la administración municipal en especial, la Inspectora y del Personero, de ese ultimo no tiene conocimiento de la atención con la comunidad ya que nunca se ha servido de él, y de la inspectora manifestó que su trato es bueno.

4.5. Testimonio de la señora MARÍA OLGA GARCÍA ORTÍZ, la cual manifestó que el disciplinado es una persona honesta. En cuanto al Personero es “demoradito para atenderlo a uno pero no es mal educado”. Y respecto a la Inspectora la hizo esperar todo un día para tratar algún asunto.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Hizo uso de esta oportunidad procesal la Procuradora Judicial 152 Penal, quien solicitó imponer la sanción correspondiente al encartado, habida cuenta de que el Juez Promiscuo Municipal de Guática, en el trámite del mencionado derecho de petición, no se centró en el desarrollo de la petición elevada por la señora Hernández Loaiza, sino que, en la respuesta del mismo, aprovechó de esta oportunidad para poner en la “palestra pública”, las posibles fallas en el ejercicio de la función publica de los dos servidores públicos; el señor Personero Municipal y la señora Inspectora de Policía del Municipio de Guática.

Consideró que esa conducta desplegada por el disciplinable desbordó sus funciones legales, ya que si lo pretendido por éste era poner en conocimiento posibles yerros en las actuaciones de estos funcionarios, debió hacerlo ante las instancias correspondientes y no haber realizado actos contrarios a las disposiciones legales, además  enviando un mensaje errado a la comunidad. (fls 118 a 123 del c.o.). 
En igual forma el disciplinado presentó escrito de alegatos en donde comenzó por manifestar que en el presente caso no se le notificó del auto que decretó las prueba para haberlo recurrido e insistir en la aplicación del principio de inmediación de la prueba, señaló que debió haberse escuchado en testimonio a los ediles para que a través de ellos quedará demostrado que efectivamente también acudió al Concejo Municipal para tratar las irregularidades de algunas autoridades municipales. Es por eso que en ese momento procesal pretendió recurrirlo, para que el a quo recogiera la totalidad de las pruebas solicitadas. 

Adujó que con la documentación aportada y con las declaraciones recibidas, se demostró con suficiencia y sin asomo de duda alguna, que su actuar no fue culposo o doloso, porque su intención no estaba orientada a afectar a los funcionarios sino que se prestará un mejor servicio a la comunidad.

Finalmente, solicitó que se le califique su actuación como insignificante y de esa manera se le excluya de responsabilidad jurídica.

SENTENCIA APELADA

En sentencia del día 10 de marzo de 2011, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, resolvió sancionar al Dr. MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, en su condición de Juez Promiscuo de Guática, con un mes de suspensión en el cargo e inhabilidad especial por el mismo término, al hallarlo responsable de faltar al deber previsto en el numeral 4 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996.
Comenzó considerando el a quo que en el sublite se accedió a la petición de todas las pruebas aducidas por el disciplinado, sin que se le hubiera negado ninguna, tanto testimoniales como documentales, habiéndose practicado éstas a través de comisionado, de conformidad a lo establecido en la ley, con excepción de una de la cual se prescindió por  medio del auto que fue notificado al encartado, sin que repusiera del mismo.

Con relación a la responsabilidad del disciplinado en la falta por la que se le formularon cargos, consideró el a quo que se encontró demostrado en el expediente, que el Dr. MARIN ARREDONDO, en su calidad de Juez Promiscuo Municipal de Guática, dentro del escrito de respuesta a derecho de petición formulado por una ciudadana, se expresó de las siguiente manera en el numeral primero y tercero:

“1). Que es de esperarse las respuestas que le dieron tanto en la Inspección de Policía, como en la Personería Municipal, porque las mismas respuestas las vienen expresando en casos anteriores. Pero déjeme decirle con todo respeto e igual franqueza, que lo que sucede es que en esas dos instituciones – Inspección de Policía y Personería-, se juntaron la incapacidad de la primera, con la pereza que campea en la segunda, por tal razón, allí no hay nada que hacer, porque mire usted a continuación, la inconsistencia y falta de apoyo jurídico de sus respuestas…”

“…3) Así las cosas la señora Inspectora se está sustrayendo injustificadamente a prestar este servicio a la comunidad, por lo que copia de esta respuesta se remitirá a las diferentes autoridades que tienen que ver con el caso, incluyendo la Personería Municipal, así se sepa con antelación, que allí no se hará absolutamente nada, pues que a pesar de que es el funcionario encargado de velar por la buena prestación del servicio de la Administración municipal, y de investigar las anómalas conductas de todos los funcionarios, incluido el señor alcalde, la desidia y la falta de interés carcomen esa entidad.

Porque entre otras cosas, el derecho de la menor a tener alimentos y un sano desarrollo físico y mental es un DERECHO FUNDAMENTAL consagrado en la Constitución Nacional, por tanto, la Personería municipal deberá tomar causa activa en este caso, al menos intentando un acercamiento entre las partes sin que se levante acta alguna, pero vuelvo y repito, eso es como pedir peras al olmo…” (ver folios 10-12).

Manifestó el a quo, que este escrito fue de naturaleza pública, pues se trataba de una respuesta dada por un funcionario público a una usuaria de la justicia, siendo enviado no sólo a ésta, sino también a otras entidades, y el cual contenía expresiones que estuvieron por fuera de sus funciones y además fueron desobligantes, injuriosas, en contra de los funcionarios de la Personería Municipal y de la Inspección Municipal, dentro de las que se encontraban los titulares de ambas entidades, indistintamente si estaban dirigidas a una persona en concreto o a una institución. 

Consideró el a quo que se trató de un ataque público, indebido, descarnado, temerario y fuera de tono, en contra de los referidos funcionarios, hecho por un miembro de la Rama Judicial, quienes por su alta misión deben ser los primeros en dar ejemplo de compostura, de respeto y buen trato con la comunidad.

No siendo de recibo para la Sala de primera instancia el argumento del disciplinable, en afirmar que su actuación fue insignificante e imprudente y de esa manera no ser objeto de reproche disciplinario, ya que con esas expresiones se afectaron derechos fundamentales de los funcionarios de las entidades referidas. 

Tampoco fue de recibo para esa Sala el argumento del disciplinado, en el sentido de decir que en su actuar no hubo dolo ni culpa, ya que lo que hizo el encartado no era de su competencia y el mecanismo escogido por éste no fue el adecuado, ni mucho menos la forma en que lo hizo.

En cuanto a la dosificación de la sanción, la Sala de primera instancia la tasó en suspensión de un mes en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial por el mismo término, de acuerdo a la modalidad de la conducta, las circunstancias que la rodearon, la carencia de antecedentes disciplinarios del encartado. El calificativo de gravedad de la falta lo estableció por tratarse de un comportamiento que afectó la buena imagen de la Administración, la afectación de derechos fundamentales de los funcionarios públicos contra quienes iba dirigido las expresiones escritas. Y en cuanto a la forma de culpabilidad adujo que debió ser a título de dolo porque éste sabia que no debió haberse comportado como lo hizo, y que con su actuar producía daño a la Administración Publica. 

DEL RECURSO DE APELACIÓN

La anterior determinación fue apelada por el disciplinable, quién en un extenso escrito argumentó principalmente:

a) Adujo que se le vulneró el derecho de defensa y el debido proceso porque en el auto de indagación preliminar no aparece con claridad que tenía derecho a asistir a la diligencia de versión libre con un abogado defensor de confianza o de oficio. Omisión que genera una nulidad. Y además que dicho auto junto con el que abrió investigación disciplinaria carecen de motivación.

b) Refirió que el a quo no le dio aplicación al principio de investigación integral y al principio de igualdad, porque únicamente en el resuelve del auto de apertura de investigación disciplinaria ordenó citar a declarar al quejoso, quién ya había presentado su queja y únicamente se podía citar a “Ampliación y Ratificación de la queja”. Además se omitió citar a la señora ERIKA TATIANA HERNÁNDEZ LOAIZA, peticionaria de la petición ante el Juzgado, así como no se practicó el testimonio de la Psicóloga que refiere la Inspectora de Policía y al señor Presidente del Concejo Municipal. Omisión que puede constituir causal de Nulidad. 

Además argumentó que, el principio de inmediación probatoria no fue aplicado por el a quo ya que los testimonio recolectados fueron realizados por comisionado.

También manifestó que no se le comunicó el auto que decreto pruebas para haber estado presente y ejercer el derecho de contradicción, violándose de esa manera su derecho fundamental de defensa.

c) Atacó el auto en el que se le formulo cargos por no cumplir con los requisitos de ley, no teniendo claridad y precisión jurídica.

d) Manifestó que en ningún momento fue irrespetuoso con la operatividad de la Personería y la Inspección de Policía, como se corrobora con las declaraciones del Alcalde de Guática, la señora NOHORA RODRÍGUEZ MOLINA y de MARÍA OLGA GARCÍA ORTÍZ.

e) En cuanto al dolo endilgado en su actuar, adujo que en ningún momento tuvo la intención de inferir injuria a una persona o cosa. Lo único que hizo fue poner en conocimiento de la Alcaldía, de la Personería, del Concejo de Guática las inquietudes de la peticionaria respecto a su solicitud.

f) Que en su escrito hizo referencia a la inoperancia e incapacidad de medios de la Inspección de Policía y a la negligencia que se da en la Personería Municipal, pero en ningún momento lo hizo contra personas determinadas, en este caso EDUARD ANDREY GÓMEZ CASTAÑO y la señora Inspectora de Policía. Argumentó en ese sentido que la Real Academia de la Lengua Española da el significado de las palabras INCAPACIDAD, y PEREZA, así: INCAPACIDAD: Falta de capacidad para hacer, recibir o aprender algo. Falta de preparación o de medios para realizar un acto. PEREZA: Negligencia, tedio, descuido en las cosas a que estamos obligados a hacer.  De esa manera pretende desvirtuar el irrespeto a la persona determinada del quejoso.

g) Terminó concluyendo que el fallador no tuvo en cuenta el grado de lesividad del hecho, ya que su conducta fue una falta leve y por ende procedía su absolución. 
CONSIDERACIONES
Es competente esta Superioridad para resolver las apelaciones que se presenten contra las decisiones de las Salas Jurisdiccionales Disciplinarias de los Consejos Seccionales de la Judicatura, al tenor de lo establecido en el numeral tercero del artículo 256 de la Carta Política y numeral 4º  del artículo 112 de la Ley 270 de 1996.
Caso en concreto:

El presente asunto está dirigido a examinar la conducta imputada al doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, en su condición de Juez  Promiscuo Municipal de Guática por no haber tratado con el respeto y consideración debidas a autoridades municipales en una providencia de  contestación a una petición de una ciudadana. 

Al tenor de los alegatos justificatorios vertidos por el recurrente en la sustentación del recurso de apelación, los cuales delimitan el problema jurídico que contiene varios componentes: i) Los términos utilizados por éste en su escrito no iban dirigidos contra las personas naturales sino las jurídicas, las cuales no tienen sentimientos, y por ello no se le puede endilgar responsabilidad disciplinaria al encartado ii) nulidad de la actuación por carecer de defensa técnica al rendir su versión libre, por la falta de motivación de los autos que abre indagación preliminar, investigación disciplinaria y el de formulación de cargos. ii) nulidad de la actuación por no habérsele notificado del auto que decretó las pruebas testimoniales, y así no poder estar presente en la práctica de pruebas para ejercer el derecho de contradicción ya que se realizaron por comisionado  iii) graduación desmedida de la sanción.

En lo que se refiere a la imputación jurídica, se le endilgó al doctor MARIN ARREDONDO, la falta contenida en el numeral 4 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996. 

“DEBERES. Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes: …
4. Observar permanentemente en sus relaciones con el público la consideración y cortesía debidas.”

Procede entonces la Sala a dar respuesta a las razones de inconformidad del recurrente con la sentencia de instancia, y en primer lugar, a la posible existencia de nulidades, veamos:

En torno al auto que abrió indagación preliminar, se dispuso expresamente escuchar en versión libre al inculpado a fin de que se pronunciará sobre los hechos materia de investigación (fl 14), comunicándosele mediante oficio S219-1512, el cual enuncia que para que ejerciera su derecho de defensa de conformidad con el artículo 90 y 92 de la Ley 734 de 2002, los cuales precisan las facultades de lo sujetos procesales y los derechos del investigado respectivamente, haciendo alusión a “Nombrar un defensor de oficio”.

De tal providencia fue enterado el inculpado, al punto que envió un fax al Juez comisionado para tal efecto, en el cual solicitó fijar nueva fecha para rendir su versión libre, petición la cual fue resuelta mediante auto a folio 26.

Versión que finalmente fue rendida directamente por éste el 13 de mayo de 2010 como consta a folios 28 y 29.

Tal estado de cosas, deja a la Sala ante la evidencia de la ausencia de afectación de garantías y derechos constitucionales o legales del encartado si se tiene en cuenta que claramente se le dio la oportunidad para rendir su versión libre, la cual hizo sin la presencia de abogado de confianza, y bien podía hacerlo, pues es un sujeto cualificado y no estaba representado a nadie; además estaba defendiendo sus propios intereses, presentando sus descargos y justificaciones al caso concreto, de allí que habrá de denegarse la primera de las solicitudes de nulidad formuladas.
Además el auto que dispuso la indagación preliminar, cumple con los requisitos establecidos en el artículo 150 de la Ley 734 de 2002, pues éste tiene por objeto esclarecer los hechos que puedan constituir falta disciplinaria y buscar sus posibles autores, tal y como se hizo en el presente caso, al ordenar el Magistrado Instructor acreditar la calidad del disciplinable, escucharlo en versión libre para determinar la individualización o identificación de los intervinientes en los hechos objeto de investigación, la orden de informar al Ministerio Publico sobre esta etapa, y proceder a la notificación de la misma al encartado. (fls 14 a 23 del c.o.).

En segundo lugar el auto que abrió la investigación disciplinaria en el presente caso, cumple a cabalidad con el artículo 154 de la Ley 734 de 2002, en el cual se observa un resumen de los hechos materia de investigación, se identificó en esa etapa al posible autor de la falta doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, se ordenaron algunas pruebas, así como la orden de comunicar al funcionario investigado para que pudiera ejercer su derecho de defensa. 

En tales condiciones, advierte esta Sala que no hay lugar a considerar la existencia de algún vicio de la actuación con trascendencia a su validez, de allí que se denegará esta segunda solicitud.
El tercero de los aspectos cuestionados por el recurrente, y el cual fue el mismo que presento en sus alegatos de conclusión, que se basa en que el auto que decretó las pruebas no se le notificó y por ello no tuvo la oportunidad de recurrirlo y además no se recogieron las pruebas testimoniales con estricto cumplimiento del principio de inmediación, esta Sala comparte las consideraciones del a quo en el sentido de que si se le notificó el auto de apertura de investigación disciplinaria, en el cual se decretaron pruebas, como obra a folio 40 del cuaderno original. En cuanto a las pruebas solicitadas por el encartado el a quo accedió a la petición de todas las pruebas aducidas por éste, sin que se le hubiera negado ninguna, habiéndose practicado éstas a través de comisionado, lo cual lo faculta la Ley 734 de 2002 en su artículo 209.

También obra en el expediente que se prescindió de una prueba testimonial mediante auto del 15 de diciembre de 2010, decisión la cual fue comunicada mediante oficio obrante a folio 115 del cuaderno original, sin que en ningún momento hubiera presentado recurso en contra del mismo.

Es por ello que esta Sala atendiendo los principios que orientan la declaratoria de nulidades y su convalidación de que trata el artículo 310 del C.P.P., establecen que no “puede invocar la nulidad el sujeto procesal que haya coadyuvado con su conducta a la ejecución del acto irregular, salvo que se trate de defensa técnica” luego en el evento de no haberse practicado la totalidad de las pruebas decretadas, no puede ahora invocar por esta razón nulidad alguna, pues tuvo la oportunidad de hacerlo en el momento procesal oportuno. 

Sobre el tema, los doctrinantes Jaime Bernal Cuellar y Eduardo Montealegre Lynett, en la tercera edición de su obra “El proceso Penal”, Editorial Universidad Externado de Colombia, pág. 368, indicaron:

“ Si el fiscal o el juez han rechazado la práctica de pruebas a través de providencia interlocutoria, contra el cual el defensor o el imputado no interpusieron dentro del término legal los recursos procedentes; posteriormente no pueden alegar nulidad legal por violación del derecho a la defensa, pues se quebrantaría el principio de preclusión de las etapas procesales, según el cual a los actos de postulación y a los medios de impugnación debe acudirse dentro de los términos señalados por la ley, so pena de perder la oportunidad para hacer uso de ellos. No puede permitirse un pedimento de nulidad cuando el error procesal no fue corregido porque las partes no cumplieron con las cargas procesales de diligencia y cuidado que impone todo proceso (salvo en  los casos en que hay ausencia de defensa técnica)” (subrayado fuera de texto)

Por lo anteriormente plasmado esta Sala no accederá a declarar la nulidad propuesta.

Y en cuanto al argumentó de la falta de precisión jurídica del auto que formuló cargos al disciplinable, esta Sala observa que el mismo cumple a cabalidad con la descripción y determinación de la conducta investigada, las normas presuntamente violadas, concretando específicamente la modalidad de la misma, la identificación del autor de la falta y su denominación del cargo, y el análisis de las pruebas, lo cual en este caso se cumplió a cabalidad, formulándole cargos al Dr Arredondo Marín en su calidad de Juez Promiscuo Municipal de Guática por la presunta incursión en la conducta prevista en el artículo 153 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, la cual fue calificada como grave dolosa. 

En conclusión esta Instancia observa el cumplimiento del artículo 163 de la Ley 270 de 1996, y de esa manera despachando desfavorablemente la nulidad propuesta.

Ahora bien, como hecho cierto, plenamente demostrado en el plenario, tenemos que el doctor MANUELA NTONIO MARIN ARREDONDO, Juez Promiscuo Municipal de Guática, dentro de la respuesta dada a ERIKA TATIANA HERNÁNDEZ, se expresó de manera desobligante contra los funcionarios de la Personería y la Inspección del municipio de Guática, utilizando adjetivos de “ Incapacidad y Pereza”, no observando la consideración, cortesía y respeto debidas a estas dos instituciones representadas obviamente por personas naturales, tal como se corrobora con el escrito cuestionado y el cual esta Sala se permite traer a colación:

“1). Que es de esperarse las respuestas que le dieron tanto en la Inspección de Policía, como en la Personería Municipal, porque las mismas respuestas las vienen expresando en casos anteriores. Pero déjeme decirle con todo respeto e igual franqueza, que lo que sucede es que en esas dos instituciones – Inspección de Policía y Personería-, se juntaron la incapacidad de la primera, con la pereza que campea en la segunda, por tal razón, allí no hay nada que hacer, porque mire usted a continuación, la inconsistencia y falta de apoyo jurídico de sus respuestas…”

             Siendo este escrito realizado por el encartado, quién no lo discutió ni lo negó

En cuanto a las exculpaciones presentadas por éste alo largo de todo el proceso, no son de recibo para esta Sala ya que éste como funcionario Público si existían anomalías en estas instituciones lo correcto era ponerlas en conocimiento de los entes competentes para investigar y sancionar al Personero Municipal y a la Inspectora de Policía, pero no haber actuado como lo hizo.

Ahora bien, procede esta Sala a dar contestación a los argumentos de fondo tienen que ver con las expresiones utilizadas, las cuales manifiesta el recurrente que no fueron contra una persona determinada sino contra las instituciones, si atendemos con juicio lingüístico, coherencia semántica e intencionalidad del hablante; la Real Academia de la Lengua Española define la Incapacidad y la Pereza como lo ha señalado el acusado; y esto, se reconoce; sin embargo, no es menos cierto que los significados de estos términos son en esencia materializados por el sujeto que actúa en dichos actos verbales. Por lo tanto es claro para esta Sala que se observa que dicha inoperancia, incapacidad de medios,  y  la negligencia que el  suscrito declara es en efecto,  contra los funcionarios públicos que gestionan y operan el servicio de la Personería Municipal y la Inspección de Policía, lastimando y atentando contra el buen nombre y la honorabilidad de aquellos que están al servicio de las Instituciones Públicas.

En consecuencia,  el encartado sí actúo de manera inadecuada en este caso, pues a pesar de que la labor por él emprendida como lo manifestó en su versión libre, haya sido para corregir las anomalías que se presentaban en esas entidades, ello no le facultaba para tratarlos en la forma como lo hizo, atentando contra la institucionalidad y credibilidad de la comunidad ante los entes públicos en el municipio de Guatica- Risaralda.

Finalmente y en lo que tiene que ver con la dosificación de la sanción, cuestionada por el censor, la Sala encuentra que si bien el disciplinable carecía de antecedentes, es lo cierto que su actuar fue en la modalidad de dolo grave y afectó derechos fundamentales de los funcionarios en contra de quienes se dirigieron las mismas, como son el derecho a la honra,  al trabajo, al buen nombre.

Por supuesto que la condición de Juez de la República constituye una dignidad relevante al interior de la rama judicial, él cual por ser un sujeto cualificado sabía que no debía comportarse como lo hizo, pudiendo obrar de otra manera, sin embargo de manera consciente y voluntaria escribió tales frases en el escrito tantas veces mencionado, de donde no es posible acceder a la solicitud de reducir la sanción, la cual, con arreglo a los mencionaos criterios emerge como proporcionada y razonable.

En tales condiciones, agotados los temas propuestos por la defensa, la determinación de instancia será confirmada integralmente.

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E:

PRIMERO: DENEGAR las solicitudes de nulidad elevadas por el Doctor MANUEL ANTONIO MARIN ARREDONDO, tal y como se dijo en las precedentes consideraciones.

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia del 10 de marzo de 2011 , proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, mediante la cual sancionó al doctor MANUEL ANTONIO MARÍN ARREDONDO, Juez Promiscuo Municipal de Guática con un (1) mes de suspensión en el cargo, al hallarlo responsable de faltar al deber previsto en el numeral 4  del artículo 153 de la Ley 270 de 1996., tal y como se dijo en precedencia. 
TERCERO: DEVOLVER el expediente al lugar de origen. 

NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE
HENRY VILLARRAGA OLIVEROS                     JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO
       Presidente                                                           Vicepresidente                                                    

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                    ANGELINO LIZCANO RIVERA                       

        Magistrada                                                          Magistrado                                                   
MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA              JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ     
       Magistrada   


                          Magistrado


PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

         Secretaria Judicial

�Conformaron la Sala dual de instancia los H. Magistrados Dr. JORGE ISAAC POSADA HERNÁNDEZ (Ponente) y LUIS LEOCADIO TAVERA MANRIQUE.


� JORGE ISAAC POSADA HERNÁNDEZ.
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